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Comentarios de la Comisión Nacional de Derechos Humanos de México (CNDH) al Proyecto de Borrador de la Observación General No. 3 del Comité de Expertos de la CDPD (Artículo 6 CDPD)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México (CNDH), hace del conocimiento del Comité las observaciones y comentarios, tanto de forma como de fondo, que considera pertinentes llevar a cabo en el documento de mérito.
A. Observaciones y Comentarios de Forma


En este tenor, la primera parte consta de modificaciones que se sugieren al documento derivada de errores tipográficos, de redacción o estilo, mismos que se señalan a continuación:

Párrafo 13.
“… The list is open ended and includes “any other status. “Preamble para. s) emphasizes the need for gender mainstreaming in all efforts of implementation of the Convention. Article 3) (g) postulates that equality between women and men shall be considered as one of the core principles of the Convention. Article 8 para. b) demands that’s sex-based stereotypes, prejudices and harmful practices related to persons with disabilities be combated by State Parties. …”

Párrafo 16.
“… While it is not included in the definition of sex- based discrimination according to CEDAW and it is linked to disability-based discrimination in this Convention, denial of reasonable accommodations on the basis of gender or disability may amount to discrimination under article 6. …”

Párrafo 24.
“… Measures may be temporary or long term and should overcome de jure and de facto inequality. While temporary measures might be necessary to overcome structural and systemic multiple discrimination, long term measures might be necessary with regard to reasonable accommodations”.

Párrafo 40.
“Transportation should be accessible to all persons with disabilities to ensure autonomous mobility. Bearing in mind the facts that women comprise the majority of public transport users in comparison with their male peers, that women have more limited access to private vehicles than men, and that their daily travel patterns are more complex than men’s, it is essential that in designing, developing and monitoring transport policies, the intersection of aspects related to disability and gender are considered in order to ensure women with disabilities equal opportunities and protection against discrimination. …”.

“When women with disabilities travel with their sons or daughters, staff shall make available the required specific services for children where necessary (play areas, nappy-changing facilities, breast-feeding rooms, etc.).”
B. Observaciones y Comentarios de Fondo.
A continuación, se señalan y sugieren modificaciones y adiciones de fondo al cuerpo del borrador, mismos que c servirán para ampliar el espectro de protección de las personas con discapacidad.

1.
En el Apartado III, relativo a las Obligaciones de los Estados Partes, se sugiere que en el Párrafo 31, se agregue una mención a aquellas leyes donde se permita la esterilización forzada de mujeres y niñas con discapacidad, como ejemplo adicional de leyes que acentúan la discriminación hacia las mujeres y niñas con discapacidad.

2.
En lo relativo al análisis del Artículo 10 de la CDPD (Párrafo 41), correspondiente al Derecho a la Vida, se considera pertinente que el Comité amplíe el análisis en lo que respecta al aborto con base en la discapacidad, dado que no existe mención alguna al respecto y, al menos en México, este tema ha sido debatido sin tener aún una posición clara al respecto.

3.
Con relación a la parte relacionada con el Artículo 11 de la CDPD (Párrafo 42), referente a la asistencia humanitaria, se sugiere que además de mencionar que las mujeres y las niñas son más vulnerables de sufrir abusos sexuales y violaciones y violencia sexual, el Comité extienda el análisis especificando, a través de ejemplos, que acciones concretas podrían los Estados implementar para evitar lo anterior.

4.
Se considera  que sería favorable que en el análisis relativo al Artículo 12 de la CDPD (Párrafo 43), referente al igual reconocimiento ante la ley, no sólo se haga referencia a los estándares previamente señalados por ese Comité en su Observación General No. 1 relativa al Artículo 12 de la CDPD, y en particular a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, sino que también se agregue lo que al respecto establece el Artículo 15 de la Convención Internacional para Eliminar todas las Formas de Discriminación en Contra de la Mujer (CEDAW).

5.
Sería conveniente que en el análisis realizado al Artículo 13 de la CDPD (Párrafo 44) con respecto al Acceso a la Justicia, se hiciera una mención acerca de la necesidad de flexibilizar los procedimientos de impartición de justicia, particularmente aquellos en los que predomina el sistema acusatorio adversarial o se esté implementando la oralidad de los juicios, en lo que respecta a la necesidad imperante de llevar a cabo los ajustes necesarios indispensables en aquellos casos donde haya mujeres y niñas con discapacidad cognitiva-intelectual y/o psicosocial, a efecto de que éstos puedan efectivamente acceder al sistema de justicia y no se le vulnere su derecho de audiencia.

6.
Asimismo, se sugiere que en lo que respecta al análisis del Artículo 19 de la CDPD (Párrafo 47), relativo a la Vida Independiente de las Personas con Discapacidad, se haga una mención expresa acerca de que el género de las personas con discapacidad, particularmente las mujeres mayores de edad, no debe ser ni entenderse en ningún caso como una razón que justifique la negación del derecho a vivir de manera  independiente a una mujer por razón de su género. Lo anterior se hace de su conocimiento dado que tenemos registrado que esta situación ha sucedido en México.

7.
Finalmente, se considera de suma importancia que en el análisis relativo al Artículo 32 de la CDPD (Párrafo 60), se agregue como una organización intergubernamental relevante para la realización universal y el desarrollo de la igualdad y el desarrollo social de los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad al Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM por sus siglas en inglés), por las contribuciones que éste ha tenido en la materia a lo largo de los años.
Por otra parte la CNDH aporta información de lo que México ha hecho en la materia, con relación a los 3 puntos específicos requeridos.

I. Incorporación del aspecto de género en la aplicación de las políticas de discapacidad y sobre la integración de la discapacidad en la aplicación de sus políticas de género.
Párrafos 15 y 16 del borrador de la Observación.
En la reforma al artículo1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de protección de derechos humanos, se incluyó específicamente a la discapacidad como un factor que no puede ser causa de discriminación. Esto llevó a que el gobierno federal incorporara, tanto en el Plan Nacional de Desarrollo 2013- 2018, como en sus programa de igualdad entre mujeres y hombres; y para el desarrollo y la inclusión de las Personas con Discapacidad, acciones específicas tendientes a empoderar a las mujeres y a las niñas que adolecen de alguna discapacidad, como forma de facilitarles el ejercicio de sus derechos humanos en condiciones de igualdad. Los aspectos más relevantes de estos documentos son los siguientes:

Párrafos 23 y 24 del borrador de la Convención.
El Plan Nacional de Desarrollo 2013- 2018 contempla objetivos, estrategias y líneas de acción en 4 de las 5 mestas Nacionales que lo integran: I México en Paz. II México Incluyente, III México con Educación de Calidad y V: México con Responsabilidad Global; que son en beneficio de la población con discapacidad y las cuales tendrán que desarrollar todas las instancias de la Administración Pública Federal.

En este documento se instituyen estrategias y líneas de acción para la promoción de una nueva política de medios que logre la equidad, la libertad y el desarrollo ordenado, en la cual se utilicen los medios de comunicación como agentes que contribuyan a eliminar la discriminación y confrontación social, a través de campañas que fomenten la inclusión social y laboral, de manera que enaltezcan los valores y el derecho e igualdad de las personas con discapacidad en la sociedad
A fin de establecer una política de igualdad y no discriminación, se ordena promover una legislación nacional acorde a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que proteja sus derechos  y prevea esquemas y programas de atención integral, mediante acciones  que fomenten la detección de discapacidades, estimulación temprana y rehabilitación; así como diseñar y ejecutar estrategias para incrementar su inclusión  productiva, a través de esquemas de capacitación laboral y de vinculación con el sector productivo, asegurando la construcción y adecuación del espacio público y privado para garantizar el derecho a la accesibilidad.
Cabe hacer mención que el Plan Nacional de Desarrollo establece, por vez primera en la historia del país, la elaboración del Programa Nacional para el desarrollo y la inclusión de las Personas con discapacidad.

Párrafos 28, 29, 30 del borrador de la Convención. 

Aunado a lo anterior y como complemento a las políticas públicas ya mencionadas, se publicó el Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres. PROIGUALDAD 2013-2018, el cual responde a la obligación señalada en el Plan Nacional de Desarrollo, de contar con una estrategia transversal de perspectiva de género en todos los programas, acciones y políticas de gobierno; esto significa que en los programas sectoriales, especiales, institucionales y regionales que elaboren las dependencias de la Administración Pública Federal, estarán explícitas la perspectiva de género y las acciones afirmativas (concebidas como medidas efectivas y temporales que inciden en la reducción de las desigualdades) que permitan reducir las brechas de desigualdad entre mujeres y hombres.
Con la puesta en marcha de PROIGUALDAD, se busca alcanzar la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, en un marco de respeto irrestricto a los derechos humanos de las mujeres y de las niñas, principalmente  las pertenecientes a grupos vulnerables como personas con discapacidad e indígenas, utilizando para ello la planeación, programación y presupuestación con perspectiva de género.

Este programa en congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo, con la Ley de Planeación y con la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, permite contar con políticas, programas y presupuestos diseñados con perspectiva de género, alineados y articulados entre sí, con lo que se impulsa la institucionalización de la perspectiva de género en todo el quehacer gubernamental.

Debido a la naturaleza transversal de la perspectiva de género y atención de la discapacidad, es común que las estrategias y líneas de acción que contempla el PROIGUALDAD se reflejen en sus diversos objetivos, como son:
Promover acciones afirmativas para garantizar el ejercicio de los derechos de las mujeres discapacitadas  y evitar la discriminación de género; realizar acciones afirmativas para erradicar su discriminación, garantizarles una vida libre de violencia e integrar programas especiales de prevención y atención de la violencia para mujeres con discapacidad, incrementar su participación en la capacitación laboral y el trabajo remunerado.

De igual forma, diseñar acciones afirmativas para que las mujeres con discapacidad tengan acceso a la propiedad de una vivienda, promover su inclusión en la educación básica y media superior y garantizar la movilidad segura de las mujeres y niñas realizando mejoras al entorno y el transporte; así como asignar espacios exclusivos para personas con discapacidad en el transporte público.

Párrafos 28, 29 y 39 del borrador de la observación.
Por otra parte, el Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad 2014-2018 instrumenta de manera transversal programas o acciones institucionales para que se garanticen efectivamente a las personas con discapacidad, el pleno ejercicio de sus derechos en el ámbito federal, estatal y municipal, y que se atiendan sus necesidades específicas en igualdad de condiciones con los demás

Los objetivos, estrategias y líneas de acción del Programa, consideran las disposiciones de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, las recomendaciones del Informe Mundial sobre Discapacidad y los compromiso para los Objetivos de Desarrollo del Milenio, y tienen entre sus propósitos impulsar la realización de políticas públicas que garanticen el pleno ejercicio de los derecho de la población con discapacidad, genera una cultura de la discapacidad en todos los órdenes de la vida nacional, transformar el entorno público, social y privado y promover el cambio cultural y de actitud en el gobierno y la sociedad respecto de las personas con discapacidad.

Algunos objetivos y líneas de acción del programa consisten en: incorporar los derechos de las personas con discapacidad en los programas o acciones de la administración pública, instrumentar una política de Estado en derechos humanos de las personas con discapacidad; impulsar a las organizaciones sociales que promuevan la inclusión, y el respeto de los derechos de las personas con discapacidad; promover la sensibilización en materia de género y de discapacidad en coordinación con la sociedad civil y establecer mecanismos que garanticen el acceso de las personas con discapacidad a actividades, proyectos y programas de desarrollo social.
De igual manera, promover la implementación de modelo de Centros Incluyentes de Atención Integral para niñas, niños y jóvenes con todo tipo y grado de discapacidad; realizar campañas de comunicación social, cambio cultural y protección civil dirigidas a mujeres con discapacidad, mejorar el acceso a los servicios de salud  así como  al atención de salud especializada para personas con discapacidad; promover sus derechos sexuales y reproductivos; alentar la certificación de competencias para fortalecer la empleabilidad de las mujeres con discapacidad e implementar programas con el sector privado para emplear a mujeres con discapacidad que realicen sus actividades desde sus hogares, entre otras.

En materia educativa, se contempla implementar modelos y prácticas escolares con perspectiva de género en todos los tipos, niveles y modalidades educativas, así como promover el acceso a la educación básica, media superior y superior para las mujeres con discapacidad.

II. Medidas específicas para proteger a las mujeres y niñas con discapacidad en diferentes temas identificados por el comité en el proyecto de observación general.
Párrafos 28, 29 y 30 del borrador de la Observación.
La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, se encarga de armonizar las disposiciones de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, es además reglamentaria de artículo 1º Constitucional y constituye el instrumento legal que permite la adopción de medidas legislativas, administrativas y de otra índoles, para hacer efectivos los derechos de las personas con discapacidad, previendo el establecimiento de las políticas públicas necesarias para su ejercicio.

El ordenamiento referido señal que las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos que establece el orden jurídico mexicano sin distinción alguna e indica que las medias contra la discriminación tiene como finalidad prevenir o corregir que una persona con discapacidad sea tratada de una mera directa o indirectamente, menos favorable que otra que no lo sea en una situación comprable; y refiere que dichas medidas consisten en la prohibición de conductas que tengan como objetivo o consecuencia atentar contra la dignidad de una persona, crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante u ofensivo, debido a la discapacidad que ésta posee.
De igual manera establece que las acciones afirmativas positivas consistirán en apoyos de carácter específico, destinados a prevenir o compensar las desventajas o dificultades que tienen las personas con discapacidad en la incorporación  y participación plena en los ámbitos de la vida política, económica, social y cultural, por lo que la Administración Pública deberá implementar medidas específicas para la atención de aquellas personas con discapcidad que sufren un grado aún mayo de discriminación.

Los principios que esta Ley mandata incorporar en las políticas públicas son equidad, justicia social, igualdad de oportunidades, respeto a la evolución de las facultades de los niños de las niñas con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad, respeto de la dignidad inherente y la autonomía individual, la participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad, respeto por la diferencia y la aceptación de la discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana, la accesibilidad, la no discriminación, la igualdad entre mujeres y hombres con discapacidad y la transversalidad.

Sus disposiciones contemplan los derecho de las personas con discapacidad en los rubros de salud, asistencia social, trabajo, empleo, educación accesibilidad, vivienda, transporte público, comunicaciones, desarrollo social, recopilación de datos y estadística, deporte, recreación , cultura, turismo, acceso a la justicia, libertad de expresión, opinión y acceso a la información.

Asimismo, instituye el Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad y la Inclusión de las Personas con Discapacidad, éste último como un organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que para el cumplimiento de sus atribuciones cuenta con autonomía técnica y de gestión para formular políticas, acciones, estrategias y programas derivados de la ley y que tiene por objeto el establecimiento de la política pública para las personas con  discapacidad, mediante la coordinación institucional e interinstitucional; así como promover, fomentar y evaluar la participación del sector público y el sector privado, en las acciones, estrategias, políticas públicas y programas derivados de la normatividad en la materia.
Párrafos 51, 52, 53 y 54 del borrador de la Observación.
La Lay General paras la Inclusión de las Personas con Discapacidad, or5dena a diversas instancias gubernamentales a realizar  acciones en la materia, en el ámbito de sus respectivas competencias, así el artículo 11 establece que la Secretaría de Trabajo y Previsión Social deberá promover el derecho al trabajo y empleo de las personas con discapacidad en igualdad de oportunidades y equidad, a través, entre otras acciones, de la elaboración e instrumentación del Programa Nacional del Trabajo y Empelo para las Personas con Discapacidad, que comprenda la capacitación, creación de agencias de integración laboral, acceso bolsas de trabajo públicas o privadas, centros de trabajo protegido, talleres, asistencia técnica, formación vocacional o profesional, becas en cualquiera de sus modalidades, inserción laboral de las personas con discapacidad  en la administración pública de los tres órdenes de gobierno, mediante convenios con los sectores público, social y privado.

El Programa referido tiene como objetivos principales la difusión y promoción de los derechos laborales de las personas con discapacidad con pleno respeto a sus dignidad, con igualdad y no discriminación, la capacitación, rehabilitación y colocación con base en competencias y habilidades; el impulso a una Red Nacional de Vinculación Laboral que articule las acciones de las diferentes dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que atienden a la inclusión laboral de las personas con discapacidad y el reconocimiento de buenas prácticas laborales en beneficios de estas personas.

Es importante señalar, que, además de la federación, casi la totalidad de las entidades federativas que integran a la república mexicana cuentan con una ley local para la inclusión de personas con discapacidad, siendo la única excepción el Estado de Chiapas cuyo Congreso analiza una iniciativa de ley, presentada en el año 2013 y que continúa en proceso legislativo.
III: Experiencias de la CNDH por haber sido designada como mecanismo de monitoreo nacional en virtud del artículo 33.II de la convención, en la protección y promoción de los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad de conformidad con el artículo 6.
Párrafo 33 del borrador de la Observación.
En marzo de 2011 fue creada por acuerdo del Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), la Dirección General de Atención a la Discapacidad, con objeto de dar cabal cumplimiento a lo dispuesto por el referido artículo.

La CNDH, a través de la Dirección General de Atención a la Discapacidad, promueve, protege y supervisa la adecuada aplicación de la Convención sobre los derechos de las personas con Discapacidad.

Asimismo, la CNDH ha emitido las siguiente Recomendaciones en materia de discapacidad:

	Recomendación
	Número
	Institución Responsable
	Fecha

	Sobre el caso de la violación a los derechos de la integridad personal, libertad sexual, educación, sano desarrollo, trato digno y seguridad jurídica en el agravio de V1, alumna del Centro de Atención 1.
	66/2013
	Secretaría de Educación Pública
	29 noviembre 2013

	Sobre el caso de la violación del derecho a la no discriminación por no tomar medidas para garantizar el acceso al servicio de transporte público a personas con discapacidad, en agravio de V1 y V2, en Tabasco, Zacatecas.
	47/2013
	Secretaría de Comunicaciones y Transportes
	29 octubre 2013

	Sobre el caso de dilación en la impartición de justicia en el procedimiento laboral, por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en agravio de V1, persona con discapacidad
	44/2012
	Presidencia de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje
	12 septiembre 2012

	Sobre la omisión de proveer libros de texto  gratuitos autorizados en braille a nivel primaria para los niños con discapacidad visual
	56/2012
	Secretaría de Educación Pública
	25 octubre 2011

	Sobre el caso de discriminación en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México
	44/2008
	Secretaría de Seguridad Pública.

Secretaría de Comunicaciones y Transportes
	11 septiembre 2008

	Caso del envío de personas con discapacidad al Centro “El Recobro” en el Distrito Federal
	86/1998
	Gobierno del Distrito Federal, Secretario de salud, Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, Gobierno del Estado de México
	30 octubre 1998
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